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DESIGNACIÓN DEL SECUESTRE EN PROCESOS JUDICIAL DE VEHÍCULOS 

AUTOMOTORES 

 

Jaime Andres Pardo Burgos
1
 

José Ignacio Sabogal Guavita
2
  

 

RESUMEN 

 

 

El presente escrito advierte el estudio cualitativo de enunciar los procedimientos y, en fin, 

con todo lo relacionado con la designación de los auxiliares de justicia, se enfoca en la figura del 

secuestre respecto de la forma como opera la práctica jurídica de que es la persona que custodia 

y administra en un proceso ejecutivo con garantía real sobre los bienes muebles sujetos a registro 

respectivamente de aquellos denominados vehículos automotores conforme a la ley civil 

colombiana y las posibles falencias o exclusión existente de la norma en razón a la medida 

aplicada. Por ello, identificar de la acción que causa inconveniente a los interesados en practicar 

la posible persecución de la posesión en dichos bienes; descubriendo aportes valiosos sobre 

beneficios del tema, tanto al resultado en perjuicio del patrimonio, omisiones, como de 

terminación de la relación jurídica en la práctica General del Proceso [CGP]. (Ley 1562/12, art. 

52, Col.).  

Palabras claves: Secuestre, Ley 1562/12, garantía real, vehículos automotores. 
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APPOINTMENT OF THE SEQUESTRATION IN MOTOR VEHICLE PROCESSES 

 

ABSTRACT 

 

 

The present document warns the development to the study of the procedures and, finally, 

with everything related to the designation of the auxiliaries of justice, it focuses on the figure of 

the receiver with respect to the person who is the custodian and administrator in an executive 

process with real guarantee on the movable goods subject to registration respectively of those 

called motor vehicles according to the Colombian civil law and the possible faults or existing 

exclusion of the norm in reason to the applied measure.  

Therefore, identifying the action that causes inconvenience to the interested parties 

"defendant, owner, possessor, holder" in practicing the possible pursuit of possession in such 

property; discovering valuable contributions on the subject, both to the result in prejudice to the 

patrimony, omissions, and termination of the legal relationship in the General Practice of the 

Process (Law 1562/12, art. 52, Col.).  

Key words: Sequestration, law 1562/12, security interest, motor vehicles. 
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INTRODUCCIÓN  

 

 

En este artículo, se infiere sobre el ordenamiento jurídico de Colombia. Desde sus inicios 

en materia procesal, se involucran acciones ejecutivas entre particulares. Donde se ha venido 

haciendo necesaria, la utilización forzosa de sus instituciones jurídico procesales relevantes, 

como lo es la institución de medidas cautelares. 

Esto con el fin de proteger derechos de propiedad, tenencia, derechos patrimoniales 

adquiridos por el acreedor y negocios jurídicos, cuando el obligado no cumple con el pago. 

Dando inicio, a contratos que generan una controversia que se dirime en los estrados judiciales. 

Dentro de la institución de medidas cautelares, que en general ha dado muy buenos 

resultados en lo concerniente a garantizar con los bienes sujetos de estas, el pago y en especial lo 

relacionado con el secuestro (Congreso de la República, 2012).  

En donde se consagra, el retención y secuestro de la posesión material de bienes e 

inmuebles. Esto significa, que se deja en depósito a manos de un tercero independiente al 

proceso denominado “secuestre”, se protejan los derechos en discusión, en el procedimiento 

judicial para el presente se fundamenta en los vehículos automotores. 

Para traer a colación, que la persona designada para el encargo de los bienes que se 

disputan en el curso del proceso judicial, cumple con unos requisitos mínimos de capacidad, 

probo en su conducta e imparcialidad. Cuestión que no es para menos, debido a que se trata de 

dejar a su custodia los bienes que respaldan derechos en controversia en el proceso.  
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Por tanto, presentar brevemente que existen, antecedentes, reconocimiento del embargo, 

secuestro y posesión de la medida cautelar. Dejando entre ver vacíos, desventajas en la norma y 

en el procedimiento de la asignación del secuestre en vehículos automotores, embargo regulado a 

nivel nacional observando la ciudad de Bogotá.  

Ya que, en la práctica se ha de conocer materialización, caso en donde de un lado la 

actuación de ellos es contraria a los principios rectores del proceso y de los parámetros mínimos 

exigidas para su idoneidad. Y, por el otro lado, consecuencias de no establecerse 

manifiestamente la norma. 

 La finalidad principal de este artículo, es determinar el procedimiento idóneo que 

permite la designación del secuestre de vehículos automotores, sujetos de medidas cautelares, en 

el proceso ejecutivo en la tutela judicial con garantía real, en Bogotá. Todo esto, en la efectividad 

de lo dispuesto en el Código General del Proceso e invocando así un tinte de la práctica judicial.  

Se trae a colación, específicamente una descripción breve y precisión, sobre la actuación 

y designación del secuestre, como de la medida cautelar que embarga y secuestra al vehículo 

automotor, y de la posesión material en procesos de vehículos automotores. Finalmente 

deduciendo los beneficios y desventajas normativas, aduciendo referencia doctrinal y 

recopilación en reglamentación definida que haga frente al ejercicio judicial.  

De acuerdo con lo expuesto anteriormente, se pretende desarrollar el interrogante de: 

¿Cuál es el procedimiento de la designación idónea del secuestre y embargo y secuestro 

de vehículos automotores, en un proceso ejecutivo con garantía real en Bogotá, 2021? 
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CAPITULO I. ACTUACIÓN Y DESIGNACIÓN “SECUESTRE” PROCESO 

VEHÍCULOS AUTOMOTORES 

 

 

Es relevante tener claro desde el antecedente primario de esta figura, como de ser un 

auxiliar de justicia a tercero ajeno denominado secuestre en un proceso de garantía real, 

devenido de la palabra básica “secuestrar, “embargar” análisis de “depositar judicial o 

gubernativamente (un objeto) en poder de un tercero, hasta que se concluya a quien pertenece” 

(Larousse, 2016).  

La derivación Romana, va sujeta al incumplimiento y tiene incidencia a aquella persona a 

quien se le entrega en depósito una cosa, que residía un litigio entre que se define la Litis. Figura 

que es tomada por el ordenamiento colombiano y se encuentra en el Art. 2273 del Código Civil, 

persona ajena al proceso con el fin de garantizar “el estado del bien”. 

Actualmente, frente al ejercicio judicial, en verdad el agente u operador judicial, no 

desarrolla interés alguno en la resolución de la controversia postulada y remitirse a las facultades 

de mandatario conferido en un proceso jurídico para efectuar actos de administración conforme a 

la Ley (Codigo Civil Colombiano, 2020). 

Cabe señalar, que los secuestres deben ejercen su cargo como profesionales con 

conocimientos específicos en el área de la cual son asignadas como es apenas natural. Para el 

caso, deben prestar sus servicios en el área específica en administración de vehículos 

automotores como auxiliares de la justicia, exponiendo versación directa a las instrucciones. 
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Como práctica con conocimiento en dicha materia, en concordancia deben asentar 

registro y obtenerse la licencia ante el organismo rector judicial, distinción impartida por la rama 

judicial. Esto, una vez probado que reúne las exigencias exclusivas para ejercer el cargo para el 

cual pretende ser nombrado, alcanzando a solicitar esta calidad de las personas, identificando que 

sean jurídicas o naturales, conforme a la ley procesal colombiana vigente (Sanabria Rojas, 2015). 

Sobre este entendido, se consuma que es una persona ajena al proceso distinta al Juez, en 

términos del Código Civil, afirmar que “el secuestre es el depositario conforme a la ley” “el 

referirse al secuestro como medida cautelar, es el depositante o deponente” (Natera Hidalgo, 

2007).  

Cabe aclarar que, el deponente es quien tiene el encargo de administrar, por lo tanto 

posee la calidad de funcionario público, a quien es el depositario por mandato y administración 

de un Juez le han sido entregado bienes que se encuentran en un proceso de embargo y son 

objeto de controversia entre dos o más partes, y se encarga de tenerlos bajo su custodia y cumplir 

las obligaciones derivadas de este contrato (Codigo Civil Colombiano, 2020). 

Lo anterior, hasta finalmente se decida restituir al resultado del proceso civil de forma 

positiva o en favor del interesado, con las obligaciones en concordancia con lo expresado en la 

ley civil al indicar que: si reivindicándose un bien material, este se hubiere deteriorado o perdido, 

el acto podrá pedir su secuestro, razón por la que el poseedor será obligado a “consentir en él o a 

dar seguridad suficiente de restitución para el caso de ser condenado a restituir” (Codigo Civil 

Colombiano, 2020). 

Con lo anterior, situación que subsiste al depósito, por la cual continua la Litis, sin que se 

resuelva conforme a la doctrina, jurisprudencia y ley, conduce al resultado del bien objeto del 
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secuestro “vehículo automotor”. Por ende, no obtendrá el sustraerse, ni exonerarse al secuestre 

de los deberes adquiridos.  

Como sucede analógica y símil, en legislaciones latinoamericanas como la chilena. 

Donde a la figura del depositante, solo a terminarse el proceso en facultad o decreto del Juez, o 

decisión dictada en firme ¡que motive y adjudique!: “decreto del juez o por la sentencia de 

adjudicación, en el caso de secuestro judicial; o por el consentimiento de las partes interesadas, 

en el caso del secuestro convencional; o con causa legítima, aprobada por el juez” (Figueroa, 

1998). 

En la actualidad, como se deduce de la designación regulada en el Código General del 

Proceso, debe cumplirse por las personas que desempeñen y cumplan en razón de su función, 

cumpliendo con un desempeño idóneo, imparcial y de conducta intachable (Congreso de la 

República, 2012). 

Ahora bien, el artículo 48 del Estatuto Procesal, establece el nombramiento que es 

realizado al magistrado sustanciador o designación del juez de conocimiento, como aquellas 

personas que están oficiados en listas de la justicia (Acuerdo PSAAA1510448) y tengan logrado 

la licencia expedida por el Consejo Superior de la Judicatura. Y, conjuntamente efectúen a las 

obligaciones y el resarcimiento de perjuicios que llegarán a ocasionar en el cumplimiento de sus 

funciones. 

Entre tanto, adquiere la calidad de ¡depositario el secuestre frente a los bienes que le sean 

comisionados, ¡declara que: cuando los acervos secuestrados sean consumibles y se encuentren 

con riesgo de deterioro o perdida. Y, ¡cuando se trate de bienes que se hayan deteriorado con el 

paso del tiempo, el secuestre los valorizará, según las condiciones normales del ¡mercado. 
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Estableciendo un “certificado de depósito a órdenes del juzgado con el dinero producto de la 

venta, y rendirá inmediatamente informe al juez” (Código General del Proceso, 2016). 

De acuerdo con lo anterior, es importante reconocer que, no puede gestionar los recursos 

como si fueran suyos, es mandatario según lo expuesto y de ley. Ahora bien, la exclusión del 

secuestre, se da por alteración en cumplimiento de la función exteriorizado al cargo confiado, 

reglamentado por el Art. 50 del Código General del Proceso. 

Esto, se instituye en el funcionamiento incorrecto de la custodia de quien administra, se 

presenta negligencia injustificada y se prorrogan procesos, a aquellos que no tienen mayor 

gestión y transgreden los principios de economía y celeridad, y debido proceso. En el 

procedimiento de la asignación del secuestre en vehículos embargados en Bogotá, en la práctica 

se han conocido casos en donde la actuación de ellos es contraria a los principios rectores del 

proceso y de los parámetros mínimos exigidas para su idoneidad.  

Cuando incurren en faltas “sancionan a secuestre que incurrió en el delito de peculado por 

uso, a título de dolo” (Ámbito Jurídico, 2020). Reciente noticia escandalosa de quien incurre en 

conducta consiente de un abogado por ocultar información, así y “objetivamente en el “delito de 

peculado por uso, a título de dolo” (Consejo Superior de la Judicatura, 2020). 

La “Sala ¡Disciplinaria del CSJ ¡” ratificó el fallo de penar a modo de sanción pecuniaria, 

representada en una multa de 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMMLV) e 

inhabilidad general de emplearse en cargos públicos, prestación de servicios a cargo de contratar 

con el Estado por 10 años.  

De esta manera, la actividad desplegada por el auxiliar compromete su acción u omisión 

y encuentra ser imputable por el daño generando. La responsabilidad administrativa que deriva 

en el Estado, sean imputables los daños, propio de la validez jurídica de las actuaciones 
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establecidas en el ordenamiento y de manera prioritaria como lo ordena el Art. 28 de la 

Constitución política de 1991.  

Este articulo indica que, para el seguimiento de los contenidos propios y su aplicación, 

dando comienzo de única vínculo semántico y deductivo para que se dé su realización en 

condiciones de validez jurídica y con la exigencia de su eficacia.  

 

 

 

CAPITULO II. LA MEDIDA CAUTELAR DE GARANTÍA REAL “SECUESTRE” 

VEHÍCULO AUTOMOTOR  

 

 

En concordancia con lo expuesto de la legislación civil, sobre el planteamiento del 

proceso de garantía real, en el proceso de ejecución con garantía prendaria e hipotecaria en 

vehículos automotores, partiendo de la medida cautelar mandato registrado por el legislador en 

materia procesal y de efectividad en la tutela judicial efectiva. Se ha manifestado que la tutela 

judicial efectiva que cautela, garantizando la complacencia, adelantada que los derechos pueden 

ser ¡registrados consecutivamente en un fallo!, así no exista debate del derecho en la etapa 

procesal. Ya que, las mismas, alcanzan a ser peticionadas precedentemente de una contienda 

¡procesal.  

En efecto, al ser ordenada con la finalidad del principio de legalidad, precisamente lograr 

que la providencia arrogada no sea aparente, para el tratadista “López (2019)” la medida cautelar 

dentro del proceso civil, busca minimizar y prevenir los menoscabos para las personas, los bienes 
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o los medios de prueba, en lo que inicia o se adelanta un proceso mediante la Ley 1564 de 2012 

(López Blanco, 2019). 

En este sentido, y adentrándonos un poco en el tema específico, tal y como se plantea el 

¡fenómeno jurídico. Se encuentra que, en la persecución del patrimonio del hombre y de las 

medidas decretadas por el Juez, en las etapas procesales derivada ya inicial, durante o después. 

Ante los compromisos y obligacionales, apoyado en el principio de que “el patrimonio del 

deudor es prenda general de los acreedores” (Congreso de la República, 1873). 

 

Es indispensable acudir al modo procesal del régimen de medidas cautelares, haciendo 

efectivo el derecho de las garantías, sobre los que se apoyan los derechos crediticos; en donde se 

pueden encontrar la incautación y secuestro de la posesión material. Disposición legal que 

forzaría al funcionario judicial a ejercitar una ardua labor aclarativa, con el fin de garantizar! y no 

permitir la vulneración el ¡derecho fundamental de acceder a la justicia (Colmenares, 2017). 

Lograda en el fundamento de pleno derecho, se adecua su ejercicio a través de su 

ejecución en la dinámica de las medidas cautelares, que tienen la facultad de ser modificables. 

Estas pueden reducirse, levantarse y sustituirse por otras. tienen la categoría de accesorias, toda 

vez que estar presentes cuando se adelanta un proceso judicial y busca mejorar, y son 

instrumentales, ya que indagan la ejecución de lo pretendido.  

En el Código General del Proceso está plasmado que, puede solicitarse a partir de la 

solicitud de pruebas extraprocesales, y en lo admitido por el legislador. Adicionalmente, también 

son provisorias, porque advierten y pueden anticiparse sobre la decisión final para proteger el 

derecho. Estas pueden ser llevadas a cabo sin presencia del demandado que las soporta. Ya que 

su derecho en sí mismo, no transcribe un juzgamiento, ni se concede razón al peticionario. 
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Además, establecen al demandado una sanción, convirtiéndose en una garantía para quien 

la solicita, con condicionamiento del cumplimiento inmediato, antes del acto de informe a la 

contra parte del auto y el Juez las decrete. Ya que “la interposición de cualquier recurso no 

impide el cumplimiento inmediato de la medida cautelar decretada” (Congreso de la República, 

2012).  

Lo expuesto anteriormente, permite inferir la observancia en el caso particular de 

proceder el decomiso y secuestro de la posesión, de los bienes sujetos a registro. Para este 

estudio, son los vehículos automotores, entablando que consiste la posesión material al ser 

instituida como medida cautelar y, definitivamente, mezcla de beneficios y derivaciones que se 

presentan en la práctica judicial al materializar la práctica de la medida mucho tiempo después 

de su retención.  
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CAPITULO III. SECUESTRO Y EMBARGO VEHÍCULO AUTOMOTOR  

 

 

La posesión se consagra como medida cautelar, es la tenencia reconocida del Código 

Civil en su Art. 762, el cual reconoce sobre esta figura el decreto y deriva criterios de 

consecuencia jurídica distintas, en el campo del derecho real por excelencia. Por lo que se 

sostiene a este fenómeno jurídico, como le señala el Código General del Proceso, causa efectos 

jurídicos, al hacer posible a quien tiene y confiere el adquirir la propiedad del bien.  

En este orden de ideas, el referirse a la posesión material, acoge lo establecido por el 

ordenamiento jurídico civil incorporado en Colombia sobre bienes muebles e inmuebles. 

Contrario sensu de la medida cautelar de retención y secuestro, que conduzcan particularmente 

sobre vehículos automotores. 

En sus inicios, fue instituida a partir del Código de Procedimiento Civil que se ha 

configurado y presentado el debate, de las diversas posiciones, devenida y atribuible en apoyo a 
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la medida sobre estos bienes muebles automotores, en la tendencia de contradicciones de la 

procedencia y realmente de su efectividad.  

En estos términos, se atribuye el decreto de esta medida de forma previa dentro del 

procedimiento inscrito. Ligado a los bienes sujetos de medida cautelar, como el embargo y 

secuestro reunido, legitimado con el registro donde se identifica que quien aparece como el 

demandado y quien sea el titular.  

De esta forma se convierte en un procedimiento, el completar los requisitos antes de que 

se proceda a quitar al titular el bien y se ordene el remate, sopesar que a esta figura jurídica 

encuéntrese el levantarse el secuestro. Determinado para perseguir el bien y sacarlo del tráfico 

comercial, para ejercer sobre el bien mueble e inmueble de propiedad del demandado. 

Asimismo, su finalidad de hacerse valer frente a cualquier persona, tercero, condición 

atribuida ante la autoridad competente frente aquellos bienes sujetos a registro, realizar la 

retención judicial al perseguir el dominio y se dé la terminación del embargo. Esta, es una 

diligencia que se lleva a cabo en garantía efectiva de sus derechos (Correa, Suarez, & Bermúdez, 

2006)”. 

Esto, de manera que, la cesión de la propiedad de los vehículos automotores de acuerdo al 

ordenamiento jurídico, deberá inscribirse en el registro automotor. Ya que, como se señala en la 

Ley 53 de 1989, toda vez que da lugar a que se surtan efectos frente a terceros (Correa, Suarez, 

& Bermúdez, 2006).  

Se puede decir que, es como en la decisión primera dictada por un organismo judicial de 

acuerdo a la lectura del numeral tercero del Art. 593 del Código Procesal. Es esta la oportunidad 

revisada por el Dr. Zopó en interpretación de forma analógica de la norma, deja por fuera la 

medida de ejecución forzada de la posesión. “El de bienes muebles no sujetos a registro y el de 
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derechos derivados de la posesión sobre bienes muebles o inmuebles se consumará mediante el 

secuestro de éstos, excepto en los casos contemplados en los numerales siguientes” (Correa, 

Suarez, & Bermúdez, 2006). 

Asociado lo anterior a que hay disposiciones conexas al derecho de la posesión. Por lo 

que sugiere como consecuencia al tratarse el embargo de la posesión, aquellos derechos 

derivados en lo dispuesto del ordenamiento jurídico (Congreso de la República, 2012). La 

procedencia de la medida cautelar del decomiso, de la posesión material de bienes muebles e 

inmuebles, la cual se llevará a cabo totalmente con el secuestro. 

Contemplada esta norma, parte la capacidad que tienen las personas acreedoras de 

perseguir los bienes muebles e inmuebles, el realizar la posesión por sus deudores, para que de 

esta manera se haga efectiva la garantía de la tutela judicial. Con el fin de llevar a cabo la 

positiva protección de sus derechos, además de dar lugar a que después de su retención, proceda 

el remate y a entregar a quien sea favorecido. De esta manera se hace uso de la misma, 

cumpliendo el requisito de tiempo que se cumpla la prescripción para que el poseedor sume, si es 

necesario la de su antecesor.  

No obstante, la norma se ha quedado corta, toda vez que ocasiona menoscabos ante los 

poseedores de buena fe, que son los terceros y titulares de la obligación, al arbitrio de solicitudes 

inescrupulosas y maliciosas en busca del litigio. Ahora bien, de la media cautelar específica a los 

automotores, siendo secuestrados, tiene como requisito previo la exigencia del embargo, 

fundamentado en el derecho del acreedor para hacer efectiva la obligación, dado que se dé 

renuencia por parte del adeudado a su observancia haciendo factible la persecución de su 

patrimonio (Codigo Civil Colombiano, 2020). 
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En aras del crédito, por el cual al deudor se le da persecución y por tanto se constituye 

una obligación de prenda común y general que advierte al poseedor, el derecho de ejercer 

contradicción y defender la cosa, para posteriormente adquirir su propiedad, por ostentar el goce, 

uso y usufructo, la condición de dueño y señor. 

Asimismo, da la posibilidad de que esa propiedad consienta compensar los créditos que 

tiene con tercio excluido. Tal vez, como gracia legislativa de esta medida cautelar 

particularmente en los automotores, la situación fáctica de que los acreedores obtengan alcanzar 

la complacencia de sus créditos. Por medio del seguimiento de la posesión, llevando satisfacer el 

derecho de crédito determinado a su favor, al quedar el bien fuera del comercio una vez 

ejecutada la retención.  

Al ordenarse un objetivo benéfico de la medida cautelar, el poseedor frente al remate, en 

condición de derechos como señor y dueño, ostentando ser el deudor puede recurrir a la figura de 

adquirir la propiedad, demandando de acuerdo con lo estipulado en el Art. 2521 del Código 

Civil, el fenómeno jurídico de la prescripción adquisitiva de dominio, 

Convirtiéndose en necesario, el cumplir estos requisitos señalados por el representante 

para la bienandanza de la acción de pertenencia, invocando, inclusive, la suma adeudada frente a 

la propiedad que venía cultivando el deudor”. 

Ahora bien, una prerrogativa de ejecutar al acreedor mediante el procedimiento de 

ejecución, pretendiendo un proceso en medio de la posesión al deudor. Por tanto, se dispone 

ulterior a la propiedad, efectividad al deudor y verificando el requisito de prescripción ordinaria 

o en tiempo la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio (Congreso de la República, 

2012)”. Conforme en lo establecido por el Art. 593 del Código General del Proceso, para 
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progresar accionando la pertenencia, en contra del deudor, y perseguir la propiedad 

reconociéndose el derecho tratándose de automotores puesta la figura jurídica. 

 A saber, en la destreza legal se ha tratado efectos jurídicos a terceros adquisidores del 

derecho de poseedor de buena fe, un estado necesario a su reglamentación, con el fin de validar 

la garantía sobre los derechos ¡de los terceros e intervinientes. Sobre esto, en el caso del régimen 

de propiedad industrial, se ejemplifica desde el momento en que se pueda acreditar para actuar 

legítimamente, el derecho quebrantado y la presencia de pruebas sobre la transgresión cometida. 

En algunos casos, se exige que preste caución de perjuicios, que produzcan con la 

medida. Esto, dado que: “una medida cautelar sólo se ordenará cuando quien la pida acredite su 

legitimación para actuar, la existencia del derecho infringido y presente pruebas que permitan 

presumir razonablemente la comisión de la infracción o si inminencia” (Jaimes Franco, Jaimes 

Reina, & Prada Gómez, 2018). “Evento en el cual, la Autoridad nacional competente podrá 

requerir que quien pide la medida otorgue caución o garantía suficiente antes de ordenarla” 

(Comisión de la Comunidad Andina, 2018). 

En suma, con lo anterior traer algún requisito ¡reglamentado por el legislador, a efectos de 

la naturaleza del decreto de la medida cautelar. Visto que, al determinar el tiempo en el ejercicio 

de la posesión por parte del deudor, se presentan otras acciones judiciales en la práctica de tutela 

efectiva de los derechos que en su ejecución se vean implicados. 

Cabe recordar que, en Colombia, el poseedor que demuestra que es quien tiene la cosa y 

el dominio, tenga ser el señor y dueño sobre la misma, reúne los requisitos para demostrar y 

exigir la protección como poseedor. Se legitima al poseedor para ejecutar ante los estrados 

judiciales.  
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De manera análoga, sea con una solicitud concreta que indague salvaguardar su derecho, 

estando de acuerdo a la intención de los hechos y probado además de los requisitos de ánimo, 

señor y dueño sobre el bien objeto de dominio, se debe comprobar que la tenencia es alegada 

mayor a un año (Congreso de la República, 2012). 

Esta disposición, exige el término de 1 año, y debe ser continuo e ininterrumpido, 

equivalente, sucede para los procesos de encontrar de las acciones posesorias “servidumbres, 

deslinde y amojonamiento” (Codigo Civil Colombiano, 2020). Es una estipulación, que se exige 

al requisito del tiempo anual, la que entra a proteger la posesión por el demandado.  

“Por otro lado, es importante tener en cuenta que en la mayoría de los casos las funciones 

jurisdiccionales son ejercidas por comisionados a quienes se les decreto la práctica, por lo que el 

cuerpo de policía no puede llegar a ejercer estas acciones. 

Una vez iniciada la diligencia de secuestro, esta será plasmada y enviada al comitente, 

posterior se realizan los interrogatorios y se toma los testimonios. Permitiendo así, la práctica de 

la comprobación razonable de la posesión, en desarrollo de la función pronta y eficiente de la 

administración de justicia. En consecuencia, la ¡medida cautelar afecta a los acreedores 

hipotecarios y a quienes muestren el derecho real de dominio. 

Sobre esto, la norma no establece que el embargo pueda ser inscrito por la autoridad de 

tránsito. El registro de instrumentos públicos, puede afectar los derechos de éstos sobre el bien 

objeto de cautela, al impedirles tener conocimiento de esta. Sin embargo, tratándose de 

demandantes con garantía efectiva, el delegado previó su citación, con el fin de hacer valer sus 

derechos.  

Pero no sucede de la misma forma con los propietarios inscritos y demás acreedores, ya 

que estos pueden perseguir los remanentes que puedan existir después del remate de la posesión. 
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Adicionalmente de que pueden llegarse a ver afectados a raíz de los diferentes procesos 

ejecutivos en más de un despacho judicial, cuando se encuentre simultáneamente decretado el 

embargo del bien material. 

Un apoyo por parte del funcionario judicial, puede ser llenando el vacío de inscribirse 

ante la autoridad competente, con su derecho a ser oponible la medida respecto de terceros, 

igualmente el determinar una antelación de embargos.  

Finalmente, “se presenta un deterioro de ordenación jurídica, de la medida cautelar del 

embargo e incautación de la posesión material, sobre bienes muebles e inmuebles. En especial 

objeto de estudio vehículos automotores, de acuerdo con lo establecido en el Art. 593 del Código 

General del Proceso. 

Por otro lado, indicar que, en la legislación de Colombia, haciendo una interpretación del 

Art. 448 del CGP, para que el remate de la posesión proceda en los procesos ejecutivos, esta 

debe estar embargada, secuestrada y avaluada. Y se puede aplicar en dos casos, el primero 

cuando es la oposición del teniente material la que triunfa y el demandante apremia “el dominio 

que tiene el demandado sobre el bien” (Colmenares, 2017). Y el segundo aplica cuando se 

retiene y embarga la posesión material, proceso en el cual, “el rematante solo recibe el derecho 

de ganar el dominio por prescripción y alegar la suma de posesiones” (Colmenares, 2017). 

Mientras que, la formalidad del remate ya estipulado y debidamente ejecutado por el 

Código General del proceso, hay un olvido al trámite de embargo y secuestro en vehículo 

automotor. Ya que, este trámite no se plantea, ni se presume la casual ante el ejercicio de la 

acción reivindicatoria, una pérdida de derecho como la imprecisión que se adquiere sobre el 

avalúo de ese derecho, de la posesión del vehículo automotor.  

 



21 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CONCLUSIONES 

 

 

Los argumentos expuestos sobre la figura jurídica de medida cautelar de secuestro, han 

sido introducidos en el ordenamiento legal colombiano y son acatadas por los operadores 

jurídicos en estrados judiciales. Esto, en decisiones de manera provisional para que se realice la 

detención física de un bien, ya sea mueble o inmueble en aras de capturar y salvaguardar los 

derechos que coexisten dentro de un proceso judicial. Mientras se proporciona en su totalidad 

por el denominado “secuestre” sea nombrado como persona natural o jurídica, en especial en los 

procesos de garantía real impuesta, a un tercero ajeno para que tenga el bien en su poder y le 

administre, y reciba los frutos durante el tiempo que dure el litigio.  
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La causa legal de terminación como sea por el embargo y secuestro, la práctica es que se 

regule a dichos bienes por orden judicial en decreto al proceso judicial. “El embargo solo limita la 

¡disposición de la cosa”. 

No hay anarquía con la expedición de la Ley 1564 del 2012, en el sentido de que 

establece que la figura jurídica del embargo y secuestro de la posesión material de bienes 

muebles e inmuebles. Y logra reconciliar la persecución de la pertenencia, como elemento 

constitutivo del patrimonio del deudor, permitiendo satisfacer el derecho de crédito creado a su 

favor. 

Encuentra una forma de pasar tal encargo a un administrador que se encarga como tercero 

extraño, para los bienes secuestrados y que publicado a los acreedores obtenga el cumplimiento a 

satisfacción de sus créditos en decisión de términos normativos. No obstante, se determina que la 

norma civil consagra el procedimiento idóneo para el embargo y secuestro de la posesión 

material sobre bienes muebles e inmuebles, prevista esta medida cautelar, reglamentada así por 

el legislador, acreditando la misma con una prueba sumaria.  

Ahora bien, para que no exista el retroceso en la contradicción y en aras de los principios 

de celeridad y economía procesal, la presunción de la buena fe, señalada con fundamento en la 

Constitución Política de 1991, en cautela de los procesos ejecutivos, exija caución o garantía, 

análoga al establecimiento del Código General del Proceso, con el objetivo de presentar 

excepciones ya por petición de parte, una forma de responder a la incertidumbre ocasionada por 

los daños y perjuicios a terceros poseedores de buena fe. 
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